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ACUERDO 163/2008, DE 22 DE OCTUBRE, DEL PLENO DEL CONSEJO DEL AUDIOVISUAL DE CATALUÑA
Sobre las solicitudes de autorización formuladas por EMISSIONS DIGITALS DE CATALUNYA, SA en el marco del canal múltiple del cual es adjudicataria
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HECHOS
PRIMERO 

El 1 de agosto de 2003 el Gobierno de la Generalitat adoptó el Acuerdo por el cual adjudicó la concesión para la explotación de un canal múltiple en régimen de gestión indirecta y emisión, principalmente en abierto, del servicio público de televisión digital terrestre, de multifrecuencia y de cobertura nacional, a EMISSIONS DIGITALS DE CATALUNYA, SA (en adelante EDC, SA) por un período de 10 años renovables por períodos sucesivos iguales con el plazo máximo previsto en la legislación de contratos de las administraciones públicas (DOGC núm. 3495, de 12 de agosto de 2003).
El 17 de septiembre de 2003 la sociedad concesionaria y el Departamento de la Presidencia de la Generalitat de Cataluña formalizaron el contrato administrativo correspondiente.
SEGUNDO 

Mediante un escrito que tuvo entrada en el Registro del Consejo del Audiovisual de Cataluña el 31 de julio de 2008, el señor Carles Godó Valls, en nombre y representación de EDC, SA, solicita a este Consejo lo siguiente:
a) Que autorice la subcontratación, en los términos indicados en la citada solicitud, de la explotación de uno de los programas temáticos de televisión digital terrestre incluidos en el canal múltiple del cual es adjudicataria. 
De manera sintética, EDC, SA pone de manifiesto que los cambios de hábitos de consumo de los teleespectadores que se han producido desde la presentación de su oferta de licitación aconsejan sustituir la programación prevista por el programa temático número 3, llamado “de vida” —que originariamente había sido previsto para la emisión de contenidos relativos a la “calidad de vida”—, por una programación relacionada con la emisión de cine de calidad. 
A tal efecto, somete a la consideración de este Consejo el acuerdo asumido con FILMAX COMUNICACIÓN que, según manifiesta, tiene por objeto la subcontratación de la explotación del programa temático núm. 3 del canal múltiple de TDT.
b) Que autorice, en los términos establecidos en la solicitud, la reemisión parcial en Cataluña de emisiones radiofónicas correspondientes a entidades públicas extranjeras dirigidas a las diferentes comunidades establecidas en Cataluña. 
En esencia, EDC, SA expone que, después de estudiar la capacidad técnica del canal múltiple del cual es adjudicataria, ha podido determinar que, sin afectar a los cuatro programas predefinidos en el título concesional, es susceptible de un aprovechamiento adicional. De acuerdo con esta argumentación, somete a consideración de este Consejo su intención de contratar con diversas emisoras de radiodifusión extranjeras con el objetivo de llegar a acuerdos de cesión de los derechos de propiedad intelectual para hacer efectiva esta reemisión parcial en beneficio de las comunidades extranjeras establecidas en Cataluña. 
FUNDAMENTOS DE DERECHO
Primero. Competencia del Consejo del Audiovisual de Cataluña para resolver las solicitudes 
En primer lugar, es necesario hacer una consideración previa respecto a la competencia del Consejo del Audiovisual de Cataluña para resolver las solicitudes de autorización presentadas ante este Consejo por parte del prestador de servicios de televisión digital terrestre EDC, SA en el marco del contrato de gestión indirecta del canal múltiple del cual esta entidad es adjudicataria. 

El Consejo del Audiovisual de Cataluña, que fue creado por la Ley 2/2000, de 4 de mayo, es la autoridad reguladora independiente en el ámbito de la comunicación audiovisual pública y privada, y actúa con plena independencia del Gobierno de la Generalitat en el ejercicio de sus funciones, de conformidad con aquello que establece en artículo 82 del Estatuto de Autonomía de Cataluña y el artículo 113 de la Ley 22/2005, de 29 de diciembre, de la comunicación audiovisual de Cataluña (en adelanta LCA). 
Desde una perspectiva sustantiva, el artículo 146 del Estatuto de Autonomía de Cataluña establece con carácter general la competencia de la Generalitat de Cataluña sobre los medios de comunicación audiovisual. Y, en concreto, los artículos 50 y siguientes, y los artículos 115 y 117 de la LCA atribuyen al Consejo la competencia plena para ejercer todas las potestades inherentes al otorgamiento de títulos habilitantes para la prestación de servicios audiovisuales. 
Cabe concluir, pues, que, aunque en primera instancia fue el Gobierno de la Generalitat quien adjudicó el contrato para la explotación del canal múltiple en régimen de gestión indirecta y emisión, principalmente en abierto, del servicio público de televisión digital terrestre de multifrecuencia y de cobertura nacional a EDC, SA, el Consejo del Audiovisual de Cataluña es ahora el organismo competente para ejercer todas las potestades inherentes a la adjudicación de este contrato, incluidas la autorización de subcontrataciones y/o aquellas otras cuestiones que, vinculadas a su competencia, puedan surgir en el curso de la ejecución del contrato. 
Segundo. Sobre la solicitud de autorización de subcontratación de la explotación de uno de los programas que integran en canal múltiple titularidad de EDC, SA
A. Incidencia potencial de la subcontratación en el elemento subjetivo del contrato
Con carácter general, la normativa reguladora de la contratación administrativa prevé que la ejecución de los contratos corresponde al contratista que haya sido seleccionado por la Administración contratante. No obstante, la ley permite, en determinados casos y siempre que concurran los requerimientos establecidos, introducir variaciones en el elemento subjetivo del contrato con el objeto de dotar a la contratación de una mayor flexibilidad. Resulta habitual que, en el curso de la ejecución de los contratos administrativos, los adjudicatarios acaben subcontratando parcialmente la ejecución de determinadas prestaciones que forman parte del objeto del contrato, o bien cedan o transmitan a terceras personas los contratos suscritos con la Administración. 
De hecho, el objetivo de la subcontratación es el uso por parte de la empresa contratista de los servicios de una tercera persona para la realización parcial de las prestaciones a qué está obligada en el marco de un contrato administrativo, y se configura como un negocio jurídico autorizado por el ordenamiento jurídico en beneficio de una mayor operatividad de las empresas adjudicatarias.

Asimismo cabe señalar que constituye una figura con un régimen jurídico diferenciado de la cesión contractual —también llamada novación subjetiva del contrato—, aunque ambas afectan a la ejecución del contrato y, en definitiva, suponen que una persona ajena a la adjudicataria lleve a cabo su ejecución. 
En efecto, la subcontratación se caracteriza, en esencia, por el hecho que la entidad adjudicataria del contrato mantiene la relación jurídica con la Administración, a diferencia de lo que pasa con la cesión del contrato, donde la entidad cesionaria sustituye a la adjudicataria en su posición contractual respecto a la Administración. 
En cuanto a los efectos de la subcontratación, la actuación del subcontratista ha de ser asumida en todo caso por el adjudicatario y, por tanto, la formalización del subcontrato no libera al contratista principal de su obligación. Esta es la principal diferencia entre la cesión y la subcontratación: Mientras que en el caso de la cesión la autorización libera de toda responsabilidad al cedente al producirse una subrogación total de los derechos y de las obligaciones del cedente en favor del cesionario, en la subcontratación, en cambio, la responsabilidad del contratista se mantiene en toda su extensión hasta la extinción del contrato. 
La regulación de la subcontratación de los contratos administrativos está prevista en el artículo 115 del Texto refundido de la Ley de contratos de las administraciones públicas, aprobado por el Real Decreto legislativo 2/2000, de 16 de junio (en adelante TRLCAP), cuyo apartado segundo establece una serie de requisitos generales de la subcontratación: 
· Comunicación previa a la Administración;

· porcentaje de subcontratación no superior a un 50%, excepto que se prevea algo diferente en el pliego de cláusulas administrativas particulares; 

· compromiso de pago al subcontratista

Cabe decir que este tipo de modificaciones subjetivas, que constituyen una excepción al principio de ejecución personal de los contratos, cobran una relevancia singular en sede de la ejecución de los contratos de gestión de servicios públicos como el que es objeto de este Informe, por dos motivos principales: 
- Por el carácter personalísimo de las prestaciones objeto de esta tipología de contratos 
- Por la larga duración de este tipo de contratos, que pueden ser objeto de prórrogas o de renovaciones, con la condición que los adjudicatarios asumen la explotación de un determinado servicio público, a su riesgo y ventura, durante un período de tiempo considerable 
En este sentido, el artículo 170 del TRLCAP, que regula la subcontratación de los contratos de gestión de servicios públicos, establece que solo puede recaer sobre prestaciones accesorias al objeto del contrato. 
Sin duda los problemas surgen a la hora de determinar cuales de las prestaciones que conforman el objeto del contrato pueden ser calificadas como accesorias y cuales tienen el carácter de principales o esenciales. Respecto a esta cuestión, la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Estado (Informe 53/00, de 5 de marzo de 2001) ha considerado que para realizar esta determinación conviene examinar, con carácter previo y de manera exhaustiva, el alcance de las prestaciones objeto del contrato y las prescripciones del pliego de cláusulas administrativas particulares que rigen la contratación en cuestión. 
En definitiva, se trata de que una vez el contratista cumpla con su obligación de comunicar a la Administración la prestación que pretende subcontratar, esta pueda adoptar las medidas convenientes si considera que excede lo que resulta accesorio al objeto del contrato al tener una connotación esencial. 
Una vez determinado el marco jurídico general de la subcontratación en los contratos administrativos, conviene ahora hacer alusión a la normativa sectorial y, más específicamente, a las prescripciones que recoge respecto a la subcontratación de los contratos de gestión de servicios públicos de comunicación audiovisual y, más específicamente, de televisión privada. 
En este sentido, la LCA no contiene una regulación específica en materia de subcontratación de los servicios públicos de comunicación audiovisual. Por su parte, aunque el artículo 12 de la Ley 11/1998, de 24 de abril, de televisión privada, prohíbe de manera taxativa la cesión o la transmisión contractual
 no regula la subcontratación de estos tipos de contratos. 
De conformidad con las consideraciones anteriores, el supuesto que se analiza, consistente en “la subcontratación” –según los propios términos del escrito de solicitud—por parte de EDC, SA de la explotación de uno de los programas que conforma el canal múltiple que se le adjudicó, se debe regir por los artículo 115 y 170 del TRLCAP, con la condición que esta relación jurídica en cuestión puede ser calificada como una contratación, ya que tiene como finalidad la realización de una prestación accesoria del objeto del contrato por parte de una tercera entidad. 
Avala esta afirmación el hecho que la cláusula primera del Pliego de cláusulas administrativas particulares y de prescripciones técnicas para la adjudicación de un canal múltiple de televisión digital terrestre con cobertura nacional y emisión principalmente en abierto (en adelante Pliego) determina que el objeto del contrato es la concesión para la explotación de un canal de multifrecuencia –es decir, la explotación de un canal formado por diversas frecuencias o programas—, y que el objeto de la eventual subcontratación solo incluya uno de los programas del canal múltiple, en concreto, el programa núm. 3. 
Este extremo permite descartar la aplicación a este supuesto del régimen de la cesión contractual, en el sentido señalado por el artículo 114 del TRLCAP, en la medida que la formalización de la relación pretendida, en los términos establecidos en el escrito de solicitud, no ha de conllevar una subrogación total de la entidad que colabora, en este caso FILMAX, en la posición jurídica de la entidad adjudicataria (EDC, SA).
 

Al contrario: según los términos del escrito de solicitud, EDC, SA debe conservar la plena titularidad del servicio del canal múltiple en todo su alcance y, en definitiva, el recurso a la participación de una tercera entidad únicamente debe afectar a la gestión o la explotación de uno de los canales, sin que esta colaboración incida en la titularidad del servicio ni tampoco en la ejecución por parte del adjudicatario del resto de las prestaciones que integran el objeto del contrato.
Centrada la cuestión en estos términos, es necesario conocer las prescripciones contenidas en el Pliego que rige la contratación. Así pues, la cláusula 6.2 del Pliego, en sede de las obligaciones que ha de asumir el concesionario, establece textualmente: 
“Explotar directamente el servicio público objeto de la concesión, incluidos los servicios digitales adicionales, y respetar en todo caso las limitaciones establecidas sobre la máxima capacidad destinada a la prestación de los citados servicios. 
En los términos que prevé el artículo 170 del Texto refundido de la Ley de contratos de las administraciones públicas, se podrá subcontratar la explotación de programas incluidos en el múltiple. No obstante, la responsabilidad por la prestación del servicio recae en el concesionario en los términos previstos en el artículo 115 de la Ley de contratos.
La subcontratación deberá ser comunicada al Departamento de la Presidencia, y no podrá efectuarse sin la autorización de este, previo informe del Consejo del Audiovisual de Cataluña y previa comprobación del cumplimiento de los requisitos recogidos en la Ley de contratos y en la Ley de televisiones privadas.”

Del contenido de esta cláusula se desprende que la propuesta de subcontratación que se examina es posible jurídicamente, siempre que concurran los siguientes requisitos: 
- Que, con carácter previo, se solicite autorización a la Administración
- Que de los términos y de las condiciones del contrato formalizado se desprenda que la entidad titular del servicio mantiene su responsabilidad editorial hasta el momento de la extinción del contrato

Cabe añadir una observación especial respecto al segundo de estos requerimientos. Los efectos de la subcontratación, según establece el TRLCAP, determinan que la actuación del subcontratista ha de ser asumida por el adjudicatario y que, por tanto, la formalización del subcontrato no libera al contratista principal de su obligación. No obstante, el concepto de responsabilidad editorial en la prestación de los servicios de comunicación audiovisual tiene un alcance diferente del previsto en la normativa general. 
En efecto, la responsabilidad editorial se debe entender como la capacidad de decisión sobre los elementos definidores de la programación, y constituye una cualidad intrínseca y esencial al concepto mismo de prestador de servicios de comunicación audiovisual. Así se desprende del artículo 1 de la LCA, que señala que los prestadores de servicios de comunicación audiovisual son aquellas personas, físicas o jurídicas, que asumen la responsabilidad editorial del servicio de televisión o de los contenidos audiovisuales de qué se trate, y los transmite o los hace transmitir a un tercero. 
En cuanto al concepto del mantenimiento de la responsabilidad editorial, conviene recordar que este Consejo ha tenido oportunidad de manifestarse en el ámbito de la prestación del servicio público de televisión digital terrestre de ámbito local. Concretamente, ha desarrollado unos criterios interpretativos sobre el alcance de la externalización de este tipo de servicios
, que literalmente reproducimos en la parte que aquí nos afecta: 
“[…] a pesar de que se pueda contratar con terceros medios materiales y profesionales, es voluntad del legislador que todas las decisiones que afecten a la línea editorial de la programación (definición, elaboración [confección de la parrilla, etc.] y distribución de los contenidos audiovisuales) han de ser efectivamente adoptadas en sede pública, y la responsabilidad que estas decisiones conlleve ha de ser asumida por el ente u organismo público que tiene atribuida la gestión directa del servicio.”
Esta misma cuestión ha sido abordada también por parte de la jurisprudencia en el ámbito de la prestación del servicio público de televisión autonómica
. En concreto, según la doctrina que se desprende de las sentencias que se citan a pie de página, “[…] la incidencia de la entrada de la empresa privada en la gestión, el desarrollo y la producción de contenidos audiovisuales, la contratación del servicio de edición de los programas informativos, del servicio de promoción e intermediación en la venta de los espacios publicitarios y de los derechos de emisión, puede vaciar de contenido la gestión directa de la televisión y transferir a terceras personas las competencias de la organización y la ejecución de la programación de un canal…”. 
Por tanto, el concepto de responsabilidad editorial en los términos expuestos debe tener necesariamente su reflejo en la propuesta de subcontratación que se analiza. En este sentido, el Consejo considera que solo resulta ajustada a derecho en el caso que este prestador acredite debidamente la asunción y el mantenimiento, durante todo el período de vigencia del contrato, de la responsabilidad editorial sobre el programa, cuya explotación ha de ser objeto de subcontratación. 
Esta acreditación se debe plasmar a través de la inclusión de esta obligación que debe asumir el contratista principal en el contrato mercantil que EDC, SA y FILMAX COMUNICACIÓN tengan que suscribir. 
Asimismo, cabe recordar que la formalización de la subcontratación que nos ocupa no altera la responsabilidad exclusiva del contratista principal ante esta administración, dado que el Consejo del Audiovisual de Cataluña no asume ningún tipo de obligación ante la entidad subcontratista. 
En esta misma línea, el eventual contrato entre las partes no debe conllevar una alteración de los compromisos asumidos por EDC, SA en el momento de la formalización del contrato concesional, que siguen vigentes y son exigibles en los términos y condiciones establecidas.

Como último aspecto, para que este Consejo pueda resolver sobre la autorización de la subcontratación que se plantea, es necesario que EDC, SA justifique debidamente mediante la aportación de la documentación que considere oportuna la aptitud del subcontratista para realizar adecuadamente la prestación que se le proyecta encomendar, con referencia a los elementos humanos i técnicos de qué dispone, así como su experiencia profesional en el sector.

B. Incidencia potencial de la subcontratación en el elemento objetivo del contrato
El proyecto de subcontratación planteado por EDC, SA debe ser también objeto de análisis desde el punto de vista del ámbito objetivo del contrato.

Según pone de manifiesto el prestador en su solicitud, los cambios de hábitos de consumo de los teleespectadores que se han producido desde la participación en el concurso para la adjudicación del contrato de televisión digital terrestre de ámbito nacional aconsejan la sustitución de la programación prevista para uno de los tres programas temáticos de su oferta de licitación –el número 3, llamado “de vida”—, que originariamente había sido diseñada para la emisión de contenidos relativos a la “calidad de vida” (salud, viajes, cultura y gastronomía, entre otros), por una programación relacionada con la emisión de “cine de calidad” que incluirá la difusión de largometrajes, cortometrajes, programas informativos o culturales dedicados al cine y actividades afines. 
En consecuencia, este nuevo proyecto de contenidos para el programa núm. 3 del canal múltiple conllevaría que la oferta de contenidos formulada y asumida como parte integrante del contrato por parte de EDC, SA
 en el momento de su formalización pueda experimentar alteraciones relevantes. 
Este extremo nos lleva a considerar que, en caso que se observe la concurrencia de los requisitos legalmente previstos, este Consejo debería tramitar un expediente de modificación contractual, tramitación que, desde un punto de vista procedimental, debe condicionar la autorización de la subcontratación de la explotación del programa. 
Dicho esto, conviene poner de relieve que la potestad de modificar los contratos ya perfeccionados –también llamada ius variandi de la Administración—viene regulada, con carácter general, en los artículos 59 y 101 del TRLCAP, que establecen el procedimiento y los límites que la rigen.

En concreto, según lo que dispone el artículo 101 del TRLCAP, las modificaciones de los elementos contractuales se deben motivar de conformidad con el interés público y han de ser provocadas por la aparición de nuevas necesidades y/o causas imprevistas, cuyas circunstancias se deben justificar en el expediente correspondiente. Por su parte, el artículo 163 del TRLCAP, en sede de contratos de gestión de servicios públicos, determina que la Administración puede modificar por razones de interés público las características del servicio contratado y, en su caso, las tarifas que deban ser abonadas por los usuarios. 
En efecto, los motivos que justifican el ejercicio del ius variandi son diversos, aunque todos deben llevar causa necesaria en el interés público. Es necesario añadir que la Comisión Jurídica Asesora (entre otros, dictámenes 75/00, 51/02 y 293/05) ha dejado muy claro que las alteraciones contractuales solo pueden tener lugar en caso de necesidades nuevas o causas imprevistas que no se pudieron tener en cuenta en el momento de licitar el contrato inicial, sin que sus modificaciones sucesivas puedan servir para encubrir eventuales contrataciones que vulneren los principios de publicidad y de concurrencia. 
De acuerdo con lo anterior, la autorización de la subcontratación, en caso que concurran los requisitos legalmente establecidos, debe quedar condicionada a la tramitación y aprobación del correspondiente expediente de modificación contractual. A tal efecto es necesario que EDC, SA solicite formalmente al Consejo la iniciación de un expediente de modificación contractual, justificando las causas o motivos que, de conformidad con las prescripciones contenidas en la normativa de contratación administrativa, deben dar lugar, si procede, a la iniciación y, en su caso, aprobación del expediente de modificación del contrato. 
Tercero. Sobre la solicitud de EDC, SA de reemisión parcial de emisiones radiofónicas públicas extranjeras
En último término, en relación a la segunda solicitud formulada por EDC, SA para la reemisión parcial (en Cataluña) de emisiones radiofónicas correspondientes a entidades públicas extranjeras, este Consejo debe considerar que no concurren los requisitos necesarios para autorizar la propuesta en los términos en que se solicita. En este supuesto, estaríamos ante una pérdida evidente de la responsabilidad editorial de EDC, SA sobre la explotación del canal del cual esta entidad es adjudicataria. En este sentido, se dan aquí por reproducidas las consideraciones llevadas a cabo en el fundamento anterior respecto a la obligación legal que recae sobre los prestadores de servicios de comunicación audiovisual de asumir la responsabilidad editorial sobre el servicio de comunicación audiovisual del que se trate. 
No obstante, es necesario manifestar que actualmente el Consejo está llevando a cabo un estudio sobre los servicios de comunicaciones electrónicas o servicios de la sociedad de la información. Por este motivo corresponde desestimar la solicitud planteada por el prestador, sin prejuicio que más adelante y a la vista del resultado del informe en cuestión, este órgano, si procede, inste de oficio el procedimiento correspondiente.
Por todo lo expuesto, el Pleno del Consejo del Audiovisual de Cataluña adopta los siguientes:
ACUERDOS
PRIMERO 

Autorizar al prestador de servicios de televisión EMISSIONS DIGITALS DE CATALUNYA, SA la subcontratación de la explotación del programa núm. 3 del canal múltiple del cual es adjudicataria. Esta autorización queda condicionada a la concurrencia de los siguientes requisitos: 
· Que, en el plazo de un (1) mes a contar desde el día siguiente al de la notificación de este Acuerdo, la entidad solicitante presente ante este Consejo una copia del contrato a suscribir con la entidad subcontratista y en el cual figure, de forma clara, que asume la obligación contractual del mantenimiento de la responsabilidad editorial sobre el programa cuya explotación es objeto de la subcontratación, en los términos indicados en la parte expositiva de este Acuerdo, hasta la extinción del contrato. 
· Que, en el plazo de quince (15) días hábiles, la entidad solicitante aporte a este Consejo la documentación justificativa de la aptitud del subcontratista para realizar adecuadamente la prestación que le proyecta encomendar, con referencia expresa a los medios humanos y técnicos de los cuales dispone, y su experiencia profesional en el sector. 
· Que, instado por parte de EMISSIONS DIGITALS DE CATALUNYA, SA, este Consejo del Audiovisual de Cataluña tramite y, si procede, apruebe el expediente de modificación contractual oportuno, de conformidad con las consideraciones efectuadas en los fundamentos de este Acuerdo. 
SEGUNDO 

Desestimar provisionalmente la solicitud de autorización formulada por EMISSIONS DIGITALS DE CATALUNYA, SA de reemisión parcial de emisiones radiofónicas correspondientes a entidades públicas extranjeras dirigidas a las diferentes comunidades establecidas en Cataluña, en el canal múltiple del cual es titular, en los términos indicados en la parte expositiva de este Acuerdo. 
TERCERO 

Recordar a EMISSIONS DIGITALS DE CATALUNYA, SA que los compromisos asumidos por la adjudicataria en el momento de la formalización del contrato concesional continúan vigentes y que son exigibles en los términos y condiciones establecidas.
CUARTO 

Notificar este Acuerdo a EMISSIONS DIGITALS DE CATALUNYA, SA.
Barcelona, 22 de octubre de 2008 
Josep M. Carbonell i Abelló



Santiago Ramentol i Massana
Presidente





Consejero secretario
� La concesión obliga a la explotación directa del servicio público objeto de la concesión y será intransferible.





� La cuestión tiene su trascendencia jurídica dado que, como ya se ha puesto de manifiesto, la normativa de aplicación reguladora de las concesiones de televisiones privadas prohíbe de manera taxativa la cesión o transmisión. 


� Criterios de interpretación de los límites de la gestión directa en la prestación del servicio público de televisión digital terrestre de ámbito local, aprobados por el Acuerdo 35/2008, de 18 de marzo, del Pleno del Consejo del Audiovisual de Cataluña. 


� A este efecto, resulta significativa la Sentencia núm. 56/2004 del Juzgado Contencioso Administrativo núm. 2 de Valencia, de 9 de febrero de 2004, que anula la decisión del Consejo de Administración del Ente Público de Radiotelevisión Valenciana de 24 de marzo de 2003, por el cual se acordaba aprobar los pliegos que han de regir el proceso para dar cumplimiento al Acuerdo del Gobierno valenciano de 4 de marzo de 2003 y adoptado por las Cortes Valencianas el 12 de febrero de 2003, los cuales incorporan como anexo al Plan de actuación de Radiotelevisión valenciana en vigor, y la Sentencia núm. 2085/2005, de 10 de noviembre, de la Sala Contenciosa Administrativa del Tribunal Superior de Justicia de Valencia, Sección Tercera, que desestimó el recurso de apelación interpuesto por el Ente Público de Radiotelevisión Valenciana contra la Sentencia núm. 56/2004 del Juzgado Contencioso Administrativo núm. 2 de Valencia, de 9 de febrero de 2004.


� De acuerdo con la cláusula 27ª del Pliego, los compromisos particulares presentados por la sociedad adjudicataria en su propuesta tienen carácter contractual y se adjuntan como anexos al contrato firmado. 





PAGE  
1
[image: image2.jpg]

